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Procedencia Juzgado Catorce Civil del Circuito de 
Oralidad de Medellín   

Instancia  Segunda 

Sentencia  No. 022 

Ponente Juan Carlos Sosa Londoño 

Asunto  Competencia del ad quem 

Decisión Confirma 

Tema Está decantado que el juez de segunda 
instancia no puede suplantar a la parte 
interesada en la labor de determinar el 
alcance de la protesta o para fijar que es 
lo desfavorable al recurrente. Lo anterior 
para precisar que el audio con que la 
recurrente pretendió probar la existencia 
de la donación y que desde el reproche 
se anunció como “Audio 2021-02-22 at 
2.26.37 PM”, aportado dentro del 
proceso, no puede tenerse en cuenta. 
 
En efecto, ese documento no fue 
allegado con la demanda, presentada en 
el año 2020. La recurrente da respuesta a 
la misma el día el 15 de marzo del año 
anterior (archivo 11) y como se dijo en la 
providencia que convocaba a la audiencia 
inicial (archivo18) los documentos 
aportados por los demandados están 
contenidos en la carpeta 2020-00011 de 
15 de marzo de 2021 y allí no se 
encuentra el audio a que alude la 
censura. Finalmente, por auto proferido el 
día 9 del mes que transcurre, el 
magistrado sustanciador negó la solicitud 
de la recurrente de decretar en esta 
instancia el aporte como del mencionado 
audio, decisión debidamente 
ejecutoriada.  
…. 
En consecuencia, si bien la recurrente 
insinuó que la práctica de algunas 
pruebas, o que las pruebas que reposan 
en el expediente están encaminadas a 
comprobar la existencia de una donación, 
sin señalar exactamente cuáles y omitió 
hacer el correspondiente análisis, de 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 

2022-024 
SALA CUARTA DE DECISION CIVIL 

 
Medellín, ocho (8) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

  

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación 

que interpusiera el apoderado de Liliana María Saldarriaga Ortiz 

contra la sentencia proferida en audiencia del 6 de abril del 

presente año por el Juzgado Catorce Civil del Circuito de Oralidad 

de Medellín, dentro del proceso verbal de enriquecimiento sin 

causa incoado por Norman Evelio Osorio Villegas en contra de la 

recurrente, de David Esteban Bañol Saldarriaga y Omar Cano 

Betancourt.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. En la demanda que obra a folios 4 a 19 (Archivo #1), solicitó la 

parte demandante que se declarara que el patrimonio de Liliana 

María Saldarriaga Ortiz, David Esteban Bañol Saldarriaga y Omar 

Cano Betancourt presentó un enriquecimiento en razón del falso 

proyecto inmobiliario de que da cuenta la demanda; y, al mismo 

tiempo, generó empobrecimiento del patrimonio del actor, por lo 

que deben restituir la suma de $ 175.779.012,00, actualizados de 

conformidad con el IPC; e intereses moratorios causados. 

 

esas frases vagas y abstractas, como dijo 
la Corte en aquella oportunidad, surge 
“como corolario obligado …, que no 
cumplió con el deber legal de sustentar la 
apelación” en este punto. 
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Se formularon las mismas pretensiones como subsidiarias, pero 

solo frente a Liliana María Saldarriaga Ortiz. 

 

2. En un resumen muy apretado de la gran cantidad de hechos 

narrados, el Tribunal observa que las pretensiones esencialmente 

se soportan en lo siguiente: 

 

a)  Norman Evelio Osorio Villegas abandonó el país en el año 

2001, recibiendo asilo en los Estados Unidos de Norteamérica 

donde se hizo ciudadano. Es divorciado y regresó al país el 11 de 

febrero de 2018 para asistir a la celebración de los 15 años de la 

hija de su mejor amigo Héctor Iván Saldarriaga. 

 

b) En la celebración se reencontró con Liliana María Saldarriaga 

Ortiz, a quien conocía desde la infancia, y con quien decidió iniciar 

noviazgo el 20 de marzo de 2018 vía WhatsApp.  

 

c) Enterado de las dificultades económicas de su novia y de David 

Esteban Bañol Saldarriaga, hijo de aquélla, comenzó a enviarles 

dinero para satisfacer sus necesidades básicas.  

 

d) El 15 de abril de 2018 el demandante hizo propuesta de 

matrimonio a Liliana María, lo que implicaba que debía divorciarse 

de Francisco Javier Bolívar de quien se encontraba separada de 

hecho. 

 

e) Para el 28 de agosto del mismo año, Liliana María le informó 

sobre un proyecto de vivienda de las empresa donde ella y su hijo 

laboraban, Cootrasana y Solobus, cuyo socio mayoritario era el 

codemandado Omar Cano Betancur, esposo de Estella Fidelina 
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Saldarriaga Ortiz, su hermana, por lo que comenzaron giros 

provenientes de préstamos, avances de tarjetas de crédito, retiro 

del ahorro pensional, que ascendieron a $ 175.779.012,00. 

Igualmente les fue enviada mercancías varias.   

 

f) El proyecto inmobiliario resultó ser falso, y por ello, sin justa 

causa; por lo que los dineros recibidos deben ser restituidos al 

demandante. 

 

3. Oportunamente los demandados dieron respuesta a la 

demanda así: 

 

3.1. Liliana María Saldarriaga para admitir unos hechos y negar 

los demás, señalando en esencia que el demandante enviaba el 

dinero para aparentar y logar su atención, actuando siempre por 

voluntad propia. Al tener vínculo familiar con Omar Cano, logro 

tener conocimiento de que en la Asamblea de Cootrasana se 

analizó la posibilidad de iniciar un proyecto inmobiliario para los 

trabajadores, el que finalmente no se realizó.  Afirmó que, todas y 

cada una de las consignaciones y giros que se hicieron en su 

favor fueron voluntarios, donaciones, que constituyen justo título. 

 

Propuso las excepciones de falta de requisitos para la existencia 

del enriquecimiento sin causa; inexigibilidad de restitución; culpa o 

dolo del demandante; mala fe, art. 1950 C.C.  

 

3.2. David Esteban Bañol Saldarriaga dijo desconocer algunos 

hechos propios de la relación de pareja. Se habló de un proyecto 

de vivienda que se desarrollaría más adelante, pero el actor se 

desesperaba por enviar dinero a su progenitora, a título de 
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donación. Aceptó recibir una suma de dinero como regalo de 

bodas.  

 

Formuló las mismas excepciones de la codemandada a la que 

sumó la de falta de jurisdicción.  

 

3.3. Omar Cano Betancourt expuso que no era “socio mayoritario” 

de las empresas Cootrasana y Solobus; su participación allí se 

limitaba a ser afiliado a la cooperativa Cootrasana y a ocupar un 

cargo dentro del Consejo Administrativo, la cual a su vez hace 

parte de la alianza Solobus. Ninguna de las empresas ha iniciado 

la construcción del proyecto de vivienda referido por el 

demandante, ni ningún otro con características similares. Que no 

le constaba ninguna de las conversaciones entre Liliana María y 

Norman, ni recibió dineros de este. 

 

Se opuso a las pretensiones proponiendo como excepciones las 

de falta de legitimación en la causa por pasiva, mala fe (art. 1950 

C.C.) y falta de prueba justificante. 

 

II. SENTENCIA APELADA 

 

El juzgado Catorce Civil del Circuito de Oralidad de Medellín en 

audiencia del pasado 6 de abril profirió sentencia en la que 

dispuso: 

 

PRIMERO: DECLARAR no probada la excepción de mérito de falta de 

legitimación en la causa del demandado OMAR CANO BETANCOURT, 

tal como se dijo en la parte considerativa de esta providencia. 

 

 SEGUNDO: DESISTIMAR las pretensiones de la demanda, respecto 

de los demandados DAVID ESTEBAN BAÑOL SALDARRIAGA, 
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identificado con C.C. 1.128.454.978 y OMAR CANO BETANCUR, 

identificado con C.C. 3.355.181 de conformidad con lo expuesto en la 

parte motiva de esta sentencia.  

 

TERCERO: DECLARAR el enriquecimiento sin causa en el patrimonio 

de la demandada LILIANA MARIA SALDARIAGA ORTIZ identificada 

con C.C. 43.828 366 y el correlativo empobrecimiento del demandante 

NORMAN EVELIO OSORIO VILLEGAS identificado con C.C. 

70.554.947., de conformidad con lo expuesto en las consideraciones 

de esta providencia.  

 

CUARTO: CONDENAR a la demandada LILIANA MARIA 

SALDARIAGA ORTIZ identificada con C.C. 43.828 366 a RESTITUIR 

al demandante NORMAN EVELIO OSORIO VILLEGAS identificado 

con C.C. 70.554.947, la suma de CIENTO VEINTICUATRO MILLONRS 

CIENTO TREINTA MIL TRESCIENTOS DIECISÉIS PESOS MCTE 

($124.130.316,00), la cual se encuentra debidamente indexada a la 

fecha de esta sentencia, por el enriquecimiento sin causa que obtuvo 

su patrimonio en detrimento del empobrecimiento del patrimonio del 

demandante. 

 

QUINTO: NEGAR las restantes pretensiones de la demanda, por las 

consideraciones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.  

 

SEXTO: CONDENAR en costas a la demandada LILIANA MARIA 

SALDARIAGA ORTIZ y a favor del demandante NORMAN EVELIO 

OSORIO VILLEGAS, para lo cual se fijan como agencias en derecho, 

la suma de TRES MILLONES DE PESOS MCTE ($3.000.000,00); así 

mismo se CONDENA en costas al demandante NORMAN EVELIO 

OSORIO VILLEGAS a favor de los demandados DAVID ESTEBAN 

BAÑOL SALDARRIAGA y OMAR CANO BETANCOURT, para lo cual 

se fijará como agencias en derecho la suma de UN MILON DE PESOS 

MCTE ($1.000.000,00) para cada uno. Liquídense por secretaría según 

lo dispuesto en el artículo 366 del C.G.P.  

 

SEPTIMO: ORDENESE el levantamiento de las medidas cautelares 

decretadas en el asunto de la referencia respecto de los demandados 

DAVID ESTEBAN BAÑOL SALDARRIAGA y OMAR CANO 

BETANCOURT. Por secretaria líbrense los oficios correspondientes. 

 

Para arribar a esta conclusión, luego de encontrar reunidos los 

presupuestos procesales y en principio la legitimación en la causa 
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de todos los intervinientes. Procedió, luego, a cuestionarse que el 

demandante presentó denuncia penal por el delito de estafa 

agravada en contra de los tres demandados.  

 

“con la cual puede pensarse que el tener una acción originada en un 
delito puede a través de este proceso obtener la reparación del daño 
causado, esto es, la restitución de la suma entregada. Lo cierto es que 
en este proceso penal no pude el demandante obtener la devolución 
del dinero entregado a título de compensación, pues la ley penal lo que 
prevé es una indemnización o constituirse en víctima, para lo que se 
denomina verdad o justicia o justicia restaurativa. Así que el artículo, la 
ley 599 de 2000 por la cual se expide el C. Penal, artículo 97 indica 
indemnización por daños… es claro entonces que los daños derivados 
de una conducta punible lo que da lugar es a una indemnización, que 
no es el objeto del enriquecimiento sin causa que busca reparar el 
daño mediante el pago de una compensación económica hasta la 
proporción que efectivamente se empobreció el demandante, por tanto, 
no es esta la vía para obtener la compensación que se requiere. 
 
Lo anterior sin dejar de advertir que a la fecha no es posible hablar de 
la existencia de un delito, pues es la justicia penal quien debe definir si 
existió o no el delito, y de estafa denunciado, y recuérdese que el 
proceso aún se encuentra en curso y para obtener una indemnización, 
no una compensación, por la vía penal se requiere sentencia 
condenatoria. 
 
Así las cosas, debe acudir el demandante a la jurisdicción civil a 
reclamar que le regresen los dineros con los cuales se empobreció su 
patrimonio y se enriqueció el de la demandada, que no existe otra 

acción en el ordenamiento jurídico”, ni contractual, ni 
extracontractual. 
 
Encontró entonces que la acción se encajaba en el 

enriquecimiento sin causa, trayendo como argumento de 

autoridad sentencia del 19 de diciembre de 2012 proferida por la 

Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para 

referirse a los elementos de la acción, indicando que la ausencia 

de uno ellos hacen nugatoria la pretensión. 

 

Las pruebas obrantes en el plenario, apuntó, tales como los 

interrogatorios de las partes, los documentos, más de 165 audios, 
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prueban que entre las partes existió una relación sentimental que 

se fortaleció en la distancia. Se contó igualmente con los 

testimonios rendidos por Nancy Patricia Ortiz Bedoya, Liseth 

Dayana Gallón y Niyereth Gonzáles, que relataron cómo 

conocieron a las partes, su relación, las múltiples pruebas de 

afecto; testigos que, si bien fueron tachados en razón del 

parentesco, la tacha no puede prosperar, pues quien más que los 

familiares de Liliana para conocer cómo surgió la relación; 

además, fueron coincidentes de cómo nación y se desarrolló. 

 

Encontró acreditado también el ingreso de dineros al patrimonio 

de la accionada, mediante trasferencias bancarias, tarjetas de 

crédito y consignaciones a los otros demandados, David Esteban 

Bañol Saldarriaga y Omar Cano Betancourt, pero como no habían 

obtenido provecho alguno de los dineros de cara a los 

presupuestos de la acción, declaró la falta de legitimación en la 

causa. (h. 33:35)  

 

Frente al segundo presupuesto de la acción, que correlativamente 

al aumento del patrimonio de la convocada exista una disminución 

en el patrimonio del demandante, es claro, indicó, que cada uno 

de los dineros girados en favor de este -sic- empobrecieron al 

demandante; empobrecimiento que no necesariamente guarda 

relación desde la definición social. En el caso del actor, conforme 

al interrogatorio absuelto y las conversaciones allegadas, se tiene 

que labora en el exterior, lo que le permite sufragar los gastos 

para su propia subsistencia y otros para el disfrute en forma 

tranquila de su vejez; tiene en evidencia -sic- que pese a la 

intención de los giros realizados no han representado utilidad, no 

le están generando ganancia a futuro, lo que sin mayores 
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elucubraciones permite afirmar la existencia del segundo 

presupuesto. 

 

Finalmente, en relación con la causa jurídica de ese 

empobrecimiento (35:53), afirmó que, como el proyecto 

inmobiliario no existía, era mentiroso, se podría concluir que 

carece de causa que lo justifique; el material probatorio enseña 

que la demandada aumentó su patrimonio, pues disminuyeron sus 

pasivos. Confesó que invirtió el dinero para la compra de algunos 

bienes; utilizó maniobras engañosas, falsificó documentos, lo que 

no puede considerarse una justa causa o sustento fáctico jurídico 

ajustado a derecho, no existe causa legal. 

 

Reiteró entonces que se acreditaban los cuatro elementos de la 

acción de enriquecimiento, pues el 4º había sido definido cuando 

estudió la legitimación en la causa. 

 

III. LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión, fue recurrida por el apoderado de 

Liliana María Saldarriaga Ortiz, en dos aspectos que se 

compendian así. 

 

(i) “Si bien es claro que de la práctica de algunas pruebas se puede 

concluir que el señor NORMAN EVELIO OSORIO VILLEGAS de 

manera reiterada le envío sumas de dinero a la señora LILIANA MARIA 

SALDARRIAGA ORTIZ para un proyecto inmobiliario; hay que practicar 

y tener en cuenta también las pruebas que reposan dentro del 

expediente encaminadas a comprobar la existencia de la DONACIÓN 

aludida, para así poder valorar de forma íntegra todo el material 

probatorio que existe al momento de tomar una decisión en derecho. 

Es por ello que esta defensa considera que en virtud del audio de 

whatsapp aportado dentro del proceso, cuyo archivo tiene el nombre de 

“WhatsApp Audio 2021-02-22 at 2.26.37 PM…”.  
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(ii) “En cuanto a la ocurrencia de un “ENRIQUECIMIENTO SIN 

CAUSA” considera la defensa que el Juez 14 Civil del Circuito de 

Medellín incurrió en un error al declarar la existencia de dicho 

enriquecimiento en el patrimonio de la señora LILIANA MARIA 

SALDARRIAGA ORTIZ, ya que como lo dejó claro la Jueza al 

momento de motivar su fallo, el elemento constitutivo del 

“ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA” consistente en un 

empobrecimiento sin causa del patrimonio del demandante no existió. 

En consecuencia con lo anterior, y retomando la tesis adoptada por el 

JUZGADO DIECINUEVE (19) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ en 

su decisión del día 24 de septiembre del 2020 al resolver el recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia que dio por terminado el 

proceso 110014003068 2018-00609 01 del Juzgado 50 de Pequeñas 

Causas y Competencia Múltiple de Bogotá el 28 de noviembre de 

2019, no es procedente la declaración de un enriquecimiento sin causa 

dentro de este proceso” y a reglón seguido trascribió, ampliamente, 

dicha providencia. 

 
 

En esta instancia de conformidad con el artículo 14 del decreto 

806 de 2020 se otorgó el término de rigor para la sustentación, el 

cual descorrió la parte recurrente en los mismos términos 

expresados ante el a quo.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en 

ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo 

anterior que, en presencia de algún defecto de tales 

presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, 

la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 
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legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 

anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 

meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso.  

 

2. Está decantado que el juez de segunda instancia no puede 

suplantar a la parte interesada en la labor de determinar el 

alcance de la protesta o para fijar que es lo desfavorable al 

recurrente. Lo anterior para precisar que el audio con que la 

recurrente pretendió probar la existencia de la donación y que 

desde el reproche se anunció como “Audio 2021-02-22 at 2.26.37 

PM”, aportado dentro del proceso, no puede tenerse en cuenta. 

 

En efecto, ese documento no fue allegado con la demanda, 

presentada en el año 2020. La recurrente da respuesta a la 

misma el día el 15 de marzo del año anterior (archivo 11) y como 

se dijo en la providencia que convocaba a la audiencia inicial 

(archivo18) los documentos aportados por los demandados están 

contenidos en la carpeta 2020-00011 de 15 de marzo de 2021 y 

allí no se encuentra el audio a que alude la censura. Finalmente, 

por auto proferido el día 9 del mes que transcurre, el magistrado 

sustanciador negó la solicitud de la recurrente de decretar en esta 

instancia el aporte como del mencionado audio, decisión 

debidamente ejecutoriada.  
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3. Como señaló la Corte Suprema de Justicia1 cuando el artículo 

57 de la Ley 2ª de 1984 exigió sustentar el recurso de apelación.  

 

“3. Para no tolerar esguinces al precepto legal trascrito, y más precisamente 

para impedir que su razón finalística se quede en la utopía, cree la Corte que 

no pueda darse por sustentado una apelación, ni por ende cumplida la 

condición que subordina la admisibilidad de este recurso, cuando el 

impugnante se limita simplemente a calificar la providencia recurrida  de 

ilegal, injurídica o irregular; tampoco cuando emplea expresiones abstractas 

tales como “si hay prueba de los hechos”, “no están demostrados los hechos” 

u otras semejantes, puesto que aquellos calificativos y estas expresiones, 

justamente por su vaguedad e imprecisión no expresan, pero ni siquiera 

implícitamente, las razones o motivos de la inconformidad del apelante con 

las deducciones lógico-jurídicas a que llegó el juez en su proveído 

impugnado. 

 

En consecuencia, si bien la recurrente insinuó que la práctica de 

algunas pruebas, o que las pruebas que reposan en el expediente 

están encaminadas a comprobar la existencia de una donación, 

sin señalar exactamente cuáles y omitió hacer el correspondiente 

análisis, de esas frases vagas y abstractas, como dijo la Corte en 

aquella oportunidad, surge “como corolario obligado a lo dicho 

atrás, que no cumplió con el deber legal de sustentar la apelación” 

en este punto. 

 

Por ello la Corte ha precisado en sentencia del año 20142 que: 

“Recurrir y sustentar por vía de apelación no significa hacer 

formulaciones genéricas o panorámicas, más bien supone: “1. 

Explicar clara y coherentemente las causas por las cuales debe 

corregirse una providencia. Es sustentar y manifestar las razones 

fácticas, probatorias y jurídicas de discrepancia con la decisión 

impugnada. “2. Demostrar los desaciertos de la decisión para 

                                                           
1Auto de agosto 30/84, M.P. Humberto Murcia Ballén. 
 

 
2 SC 10223 de agosto 1º de 2014. M.P. Armando Tolosa Villabona.  Exp. 11001-31-10-013-2005-01034-01 
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examinarla, y por tanto, el apelante debe formular los cargos 

concretos, y cuestionar las razones de la decisión o de los 

segmentos específicos que deben enmendarse, porque 

aquello que no sea objeto del recurso, no puede ser materia de 

decisión, salvo las autorizaciones legales necesarias y forzosas 

(art. 357 del C. de P. C., y 328 del C. G. del P.). “3. Apelar no es 

ensayar argumentos disímiles o marginales que nada tengan que 

ver con lo decidido en la providencia impugnada. “4. Tampoco es 

repetir lo ya argumentado en una petición que ha sido resuelta de 

manera contraria, sin atacar los fundamentos de la decisión, ni es 

mucho menos, remitirse a lo expresado con antelación a la 

providencia que se decide. “5. Es hacer explícitos los argumentos 

de disentimiento y de confutación, denunciando las 

equivocaciones, porque son éstos, y no otros, los aspectos que 

delimitan la competencia y fijan el marco del examen y del 

pronunciamiento de la cuestión debatida.  -negrillas intencionales  

 

4.  En punto a la ausencia de unos de los presupuestos 

necesarios para la configuración del enriquecimiento sin causa, 

los términos en que se manifestaron los reproches - los mismos 

expresados en esta instancia para dar cumplimiento a las 

exigencias del artículo 14 del decreto 806/20, fueron los 

siguientes: 

 

“En cuanto a la ocurrencia de un “ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA” 
considera la defensa que el Juez 14 Civil del Circuito de Medellín incurrió en 
un error al declarar la existencia de dicho enriquecimiento en el patrimonio de 
la señora LILIANA MARIA SALDARRIAGA ORTIZ, ya que como lo dejó claro 
la Jueza al momento de motivar su fallo, el elemento constitutivo del 
“ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA” consistente en un empobrecimiento sin 
causa del patrimonio del demandante no existió.” 
 

Desde ya se advierte que tal censura está llamada al fracaso 

como que, en la providencia recurrida, la a quo fue reiterativa en 
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que se encontraban acreditados los presupuestos, y frente al 

echado de menos concretamente expresó, (34:00 a 35.29). 

 

“Con la evaluación de los restantes presupuestos de la acción de 

enriquecimiento si causa respecto a señora Liliana María Saldarriaga así: 
entremos entonces al segundo presupuesto que haya un empobrecimiento 
correlativo, lo que significa que la ventaja obtenida por el enriquecido haya 
costado algo al empobrecido, o sea, que a expensas de este se haya 
efectuado el enriquecimiento. 
 
De acuerdo a lo expuesto, obligatorio resulta referirse a las pruebas 
arrimadas por el demandante al proceso; encontrando que correlativamente 
este aumento en el patrimonio de la demandada Liliana Saldarriaga existe 
una disminución en el patrimonio del demandante y es claro que cada uno de 
los dineros girador a favor de este -sic- empobrecieron al demandante; 
entendiendo ese empobrecimiento a una disminución patrimonial que no 
necesariamente guarda relación con el estado de pobreza desde la definición 
social. 
 
En el caso del demandante, conforme al interrogatorio absuelto y las 
conversaciones allegadas, se tiene que este labora en el exterior, lo le 
permite sufragar los gastos para su propia subsistencia y otros para el 
disfrute en forma tranquila de su vejez. Tiene evidencia que pese a la 
intención que en adelante estudiaremos en los envíos realizados, que los 
mismos no han presentado retorno alguno al demandante; no ha 
representado utilidad; no le estando generado a futuro; lo que sin mayores 
elucubraciones permiten afirmar la configuración del segundo 

presupuesto.”  Resaltos intencionales  

 

Como en el reproche, al igual que la sustentación en esta 

instancia, luego de la trascripción de  la sentencia proferida por el 

Juzgado 19 Civil del Circuito de Bogotá el 24 de septiembre del 

2020,  se limitan a afirmar que “En conclusión, frente a la falta de 

1 de los elementos que constituyen el enriquecimiento sin causa, 

tal como lo explicó la Jueza al motivar su fallo, no se configuran 

los requisitos necesarios para su declaración”, no puede el 

Tribunal asumir de manera oficiosa el laborío que le correspondía 

al recurrente para destruir la restante argumentación del fallo 

recurrido.   
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5. En mérito de lo expuesto, se confirmará el fallo impugnado y 

dado el resultado del recurso, costas en esta instancia a cargo de 

la recurrente Liliana María Saldarriaga Ortiz.  

 

V. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto el Tribunal Superior de Medellín en Sala 

Unitaria Civil de Decisión, CONFIRMA la sentencia proferida el 

6 de abril del año en curso proferida por el Juzgado Catorce Civil 

del Circuito de Oralidad de Medellín, dentro del proceso verbal de 

enriquecimiento sin causa de que da cuenta la presente 

providencia. Costas a cargo de la recurrente Liliana María 

Saldarriaga Ortiz.  

NOTIFIQUESE 
 

 
 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 

 
 

 
 
 

 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 

 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada 

 
 

 


